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Sentencia del Tribunal de Justicia (Sala Quinta) de 7 de agosto de 2018 (peticiones de decisión 
prejudicial planteadas por el Juzgado de Primera Instancia n.o 38 de Barcelona y el Tribunal 

Supremo) — Banco Santander, S.A. / Mahamadou Demba, Mercedes Godoy Bonet (C-96/16), Rafael 
Ramón Escobedo Cortés / Banco de Sabadell, S.A. (C-94/17)

(Asuntos acumulados C-96/16 y C-94/17) (1)

(Procedimiento prejudicial — Directiva 93/13/CEE — Cláusulas abusivas — Ámbito de aplicación — 
Cesión de crédito — Contrato de préstamo celebrado con un consumidor — Criterios de apreciación del 

carácter abusivo de una cláusula de dicho contrato que establece el tipo de interés de demora — 
Consecuencias del carácter abusivo)

(2018/C 352/02)

Lengua de procedimiento: español

Órgano jurisdiccional remitente

Juzgado de Primera Instancia n.o 38 de Barcelona, Tribunal Supremo

Partes en el procedimiento principal

Demandantes: Banco Santander, S.A. (C-96/16), Rafael Ramón Escobedo Cortés (C-94/17)

Demandadas: Mahamadou Demba, Mercedes Godoy Bonet (C-96/16), Banco de Sabadell, S.A. (C-94/17)

Fallo

1) La Directiva 93/13/CEE del Consejo, de 5 de abril de 1993, sobre las cláusulas abusivas en los contratos celebrados con 
consumidores, debe interpretarse en el sentido, por una parte, de que no es aplicable a una práctica empresarial de cesión o compra de 
créditos frente a un consumidor, sin que la posibilidad de tal cesión esté prevista en el contrato de préstamo celebrado con el 
consumidor, sin que este último haya tenido conocimiento previo de la cesión ni haya dado su consentimiento y sin que se le haya 
ofrecido la posibilidad de extinguir la deuda con el pago del precio, intereses, gastos y costas del proceso al cesionario. Por otra parte, 
la citada Directiva tampoco es aplicable a disposiciones nacionales, como las que figuran en el artículo 1535 del Código Civil y en los 
artículos 17 y 540 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, que regulan la transmisión de créditos y la sustitución del cedente por el 
cesionario en los procedimientos en curso.

2) La Directiva 93/13 debe interpretarse en el sentido de que no se opone a una jurisprudencia nacional, como la del Tribunal Supremo 
cuestionada en el litigio principal, según la cual una cláusula no negociada de un contrato de préstamo celebrado con un consumidor, 
que establece el tipo de interés de demora aplicable, es abusiva por imponer al consumidor en mora en el pago una indemnización de 
una cuantía desproporcionadamente alta, cuando tal cuantía suponga un incremento de más de dos puntos porcentuales respecto del 
interés remuneratorio.
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3) La Directiva 93/13 debe interpretarse en el sentido de que no se opone a una jurisprudencia nacional, como la del Tribunal Supremo 
cuestionada en los litigios principales, según la cual la consecuencia del carácter abusivo de una cláusula no negociada de un contrato 
de préstamo celebrado con un consumidor que establece el tipo de interés de demora consiste en la supresión total de los intereses de 
demora, sin que dejen de devengarse los intereses remuneratorios pactados en el contrato.

(1) DO C 145 de 25.4.2016.
DO C 151 de 15.5.2017. 

Sentencia del Tribunal de Justicia (Sala Quinta) de 7 de agosto de 2018 (petición de decisión 
prejudicial planteada por el Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León) — Jorge Luis Colino 

Sigüenza / Ayuntamiento de Valladolid y otros

(Asunto C-472/16) (1)

(Procedimiento prejudicial — Directiva 2001/23/CE — Ámbito de aplicación — Artículo 1, apartado 1 — 
Transmisiones de empresas — Mantenimiento de los derechos de los trabajadores — Contrato de servicios 

cuyo objeto es la gestión de una escuela municipal de música — Cesación de la actividad del primer 
adjudicatario antes de finalizar el curso académico y designación de un nuevo adjudicatario al comenzar el 

nuevo curso académico — Artículo 4, apartado 1 — Prohibición de despidos motivados por una 
transmisión — Excepción — Despidos efectuados por razones económicas, técnicas o de organización que 
impliquen cambios en el plano del empleo — Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea — 

Artículo 47)

(2018/C 352/03)

Lengua de procedimiento: español

Órgano jurisdiccional remitente

Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León

Partes en el procedimiento principal

Demandante: Jorge Luis Colino Sigüenza

Demandadas: Ayuntamiento de Valladolid, In-Pulso Musical, SC, Miguel del Real Llorente, administrador concursal de 
Músicos y Escuela, S.L., Músicos y Escuela, S.L., Fondo de Garantía Salarial (Fogasa)

Fallo

1) El artículo 1, apartado 1, de la Directiva 2001/23/CE del Consejo, de 12 de marzo de 2001, sobre la aproximación de las 
legislaciones de los Estados miembros relativas al mantenimiento de los derechos de los trabajadores en caso de transmisiones de 
empresas, de centros de actividad o de partes de empresas o de centros de actividad, debe interpretarse en el sentido de que puede estar 
comprendida en el ámbito de aplicación de esta Directiva una situación, como la controvertida en el litigio principal, en la que el 
adjudicatario de un contrato de servicios cuyo objeto es la gestión de una escuela municipal de música, al que el Ayuntamiento había 
proporcionado todos los medios materiales necesarios para el ejercicio de esa actividad, la finaliza dos meses antes de terminar el curso 
académico, despide a la plantilla y restituye dichos medios materiales al citado Ayuntamiento, que efectúa una nueva adjudicación 
solo para el siguiente curso académico y proporciona al nuevo adjudicatario los mismos medios materiales.

2) El artículo 4, apartado 1, de la Directiva 2001/23 debe interpretarse en el sentido de que, en circunstancias como las controvertidas 
en el litigio principal, donde el adjudicatario de un contrato de servicios cuyo objeto es la gestión de una escuela municipal de música 
finaliza esta actividad dos meses antes de terminar el curso académico, despidiendo a la plantilla, y el nuevo adjudicatario reanuda la 
actividad al comenzar el siguiente curso académico, resulta plausible que el despido se haya efectuado por «razones económicas, 
técnicas o de organización que impliquen cambios en el plano del empleo», en el sentido del citado precepto, siempre que las 
circunstancias que hayan dado lugar al despido de todos los trabajadores y el retraso en la designación de un nuevo contratista de 
servicios no formen parte de una medida deliberada destinada a privar a estos trabajadores de los derechos que les reconoce la 
Directiva 2001/23, extremo que deberá comprobar el tribunal remitente.

(1) DO C 441 de 28.11.2016.
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